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s/ recurso de casacioén.

Corte STupirema do o, Justicia de bo Nacisn

D~V
Buenos Aires,w:tmxb’da%/’;”"& .

Vistos -1los autos: “N.N. 8/ recurso de casacién”.
Considerando:

1°) Que la Sala II de la Cédmara Federal de Casacién
Penal, por ﬁayoria, confirmé el rechazo, dispuesto en las ins-
tancias anteriores, de la accién de h&beas corpus colectivo pre-~
sentada por el presidente de la Fundacién Sur Argentina, Dr.
Emilio Garcia Méndez. Contra aquel pronunciamiento, la menciona-
da Fundacién interpuso'él recurso extraordinario de fs. 535/556

que, luego de ser sustanciado, fue concedido a fs. 582.

2°) Que de las constancias'de la causa surge que la
accién de hédbeas corpus en-trato tenia como objeto que cesara,
por ser contrario al corpus juris internacional eh materia de
derechos de los jévenes en conflicto con la ley penal, el aloja-
miento en las comisarias dependientes de la Policia Federal Ar-
gentina con asiento en la Ciudad Aaténoma de Buenos Aires de los
menores de dieciocho afios, por el breve periodo que comprende el
moémento en que ‘son aprehendidos por las fuerzas de prevencién
por la presunta infraccién a la ley penal, hasta que el juez de
la causa dispone su soltura o bien su alojamiento en el institu-
to correspondiente. Para el éccionante, este alojamiento en co-
~misarias devenia en ilegitimo no solo en razén de ser cdontrario
a los esténdares internacionales que, entiende, lo proscribirian
de plano, sino porque, ademé&s, éste no satisfaceria los requisi- -
tos de especialidad que rigen la ejecucién de esta detencién, y

por los que se debia resguardar tanto la separacién de menores




de edad ‘de los aaultos como que sSu supervisién estuviera a cargo
de personal calificado con(capacitacién en la materia el que,
ademds, no podria estar armado (cf. fs. 1/89). En consecuencia,
luego de sostener gque “una de las formas en que el Estado debe
asumir su posicién de garante.. es justamente garantizando uh
dispositivo especializado de alojamiento de nifios, nifias y ado-
lescentes, con personal especializado que sustituya la actual
prdctica de alojamiento en dependencias policiales de adultos
con personal de las fuerzas de seguridad” (cf. fs. 84/84 vta.),
en el petitorio, solicité se hiciera lugar a la accién y se or~
denara la “proscripcién de toda privacién de libertad en depen-
dencias policlales -por implicar un ilegitimo agravamiento de
las condiciones de detenciéq— de nifilos, nifias y adolescentes a
quienes se les impute un hecho de competencia de la justicia Na-

cional de Menores” (cf. fs. 89/B9 vta.). .

-

3°) Que esta accién fue rechazada en primeré y segun-
da instancia con £fundamento en gque, mas alld de que estaba en
vias de implementacién el centro de alojamiento especializado
que pondria fin a la pré&ctica denunciada, ésta no implicaba un
agravamiento de }as condiciones de detencién de estos jévenes,
en la medida que se llevaba a cabo en determinadas comisarias
metropolitanas con separacién de los adultos y bajo la supervi-
sién de un funcionario policial capacitado, con funciones de ce-

lador, que no portaba armas.

4°) Que el tribunal a quo reéhazé,.por mayoria, el

recurso de casacidén interpuesto por el accionante por valorar,’

de modo preponderante, que era inminente la puesta en funciona-

miento de un centro especifico para el alojamiento de estos me-
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nores, cuya construccién fuera ordenada y coordinada por el Mi-
nisterio de Seguridad de la Nacién y la Secretaria Nacional de
la Niflez, Adolescencia y Familia del Ministerio de Desarrollo
Social, por lo que, sin perjuicio de lo resuelto, encomendé a
esta Ultima el estricto cumplimiento de los plazos acordados pa-
ra que, en un término de ciento veinte dias, el centro en cues-
tién estuviera en funcionamiento y, asimismo, puso al Ministerio

de Seguridad de la Nacién en conocimiento de lo resuelto.

5°) Que en el recurso extraordinario, que fuera con-
cedido, el recurrente se agravié por entender que se convalidé,
respecto de los jévenes alofédos en las comisarias sujetos a la
jurisdiccién nacional y federal, un trato desigualitario respec-
to de sus pares sujetos a la jurisdiccié4n metropolitana, que si
cuentan con un centro de alojamiento adecuado y también porque,
a su modo de ver, arbitrariedad mediante, lo resuelto implicéd
tanto desnaturalizar la accién de hédbeas corpus como vulnerar él
derecho a la tutela judicial efectiva por lo que, siempre desde
su perspectiva y con cita de los precedentes “Verbitsky” y “Ri-
vera Vaca” (Fallos: 328:1146 y 332:2544), sostuvo que en la me-
dida que se reconocié que ‘existia una vulneracién a los derechos
de los nifios y adolescentes alojados en estas comisarias, se de-
bié haber ordenado que esa préctica cesara y también haber man-
tenido abierta la jurisdiccién para asegurar dque efectivamente
se pusiera en funcionamiento el centro especifico para suralojg-

miento.

6°) Que, desde antiguo, tiene dicho esta Corte que

sus sentencias deben cefiirse a las circunstancias dadas cuando




se dictan, aunque aquellas sean sobrevinientes a la interposi-
cién del recurso extraordinario (Fallos: 310:1070; 311:787, 1810
y 2131; 318:625; 320:875, 2603; 328:3996; 329:1898 y sus citas;
330:2046, 4030). Ello, ﬁues la subsistencia de los requisitos
jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparicién iﬁ-

porta la del poder de juzgar (Fallos: 315:466; 327:2656, 4830).

7°) Que como resultado de las medidas para mejor pro-
veer ordenadas por el Tribunal, se encuentran agregados a fs.
600/623 del expediente los informes brindados por el Ministerio
de Sequridad de la Nacién y la Secretaria Nacional de la Nifez,
Adolesceﬁcia y Familia del Ministerio de Desarrollo Social (SE-
NAF), de los que se constata que con motivo dél dictado, con fe~
cha 22 de junio de 2012, de la Orden del Dia Interna n° 114 y de
la resolucién 927 del SENAF, desde el 25 de junio del mismo afio
ha cesado el alojamiento transitorio en el &mbito de las depen-
dencias policiales de los menores de dieciocho afios de edad que
motivara la accién de hébeas corpus colectivo de cuyo rechazo se

agraviara el recurrente.

En este sentido, cabe resaltar que de los citados in-
formes resulta que, a partir de esa fecha, este alojamiento se
debe materializar en un dispositivo especifico denominado “Cen-
tro de Admisién y Derivacién de Adolescentes Presuntos Infracto-
res de la Ley Penal”, que ha sido puesto en funcionamiento a tal
efecto en virtud del pertinente convenio de cooperacién formali-
zado entre los citados organismos. Por su parte, del anexo de la
resolucién 927 del SENAF se desprende que en dicho centro los
jovenes seré&n alojados por un plazo maximo de doce horas, que

queda garantizada en dicho lugar la presencia permanente de per-
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sonal especializado del SENAF y que, una vez que los menores de
edad sean allil trasladados por las fuerzas de seguridad, seré&n
llevados al sector de alojamiento que estard bajo la exclusiva -
administracién y dependencia del citado personal, el que debera,
ademds, acompafiarlo en toda diligencia poste;ior, sin perjuicio

de la intervencién del personal de las fuerzas de seguridad.

8°) Que corrido traslado al apelante de dicha docu-
mentacién a fin de que se expidiera sobre la subsistencia de los
agravios incoados, el Presidente de la Fundacién Sur Argentina
manifestd que de ésta surgiria que habria cesado la detencién de
menores en las comisarias pero, no obstante ello, sostuvo que su
pretensién no habia devenido abstracta ya que "“.de los informes
adjuntados en el expediente no se desprende el modo, tiempo, lu-
gar y condicliones en virtud de las cuales se llevan a cabo las
detenciones de las personas menores de edad acusadas por la pre-
sunta comisidn de un 1licito de compeﬁencia nacional. [.. por lo
que..] esta parte entiende que se debe mantener la jurisdiccidn
abierta dado que sdlo asi se permite la constatacidén y evalua-
cién de las condiciones de detencidén del colectivo'amparadd, a
fin de determinar si efectivamente ha cesado la vulneracién de
los derechos” (fs., 627/631).

9°) Que este Tribunal entiende que, en razén de la
normativa sobreviniente antes citada, las cuestiones sometidas a
su decisién en el recurso extraordinario se han tornado abstrac-

tas.

En efecto, no debe perderse de vista que la accién en

examen se circunscribiéd, exclusivamente, a obtener el cese de la




prdctica institucional de alojar en dependencias policiales a
nifias, nifios y adolescentes menores de edad, que son detenidos
en virtud del inicio de causas penales en las que interviene la
Justicia Nacional de Menores (confr. 77/77 vta.) y que fue sobre
tal peticién que se expidieron los magistrados de las instancias

anteriores (confr. fs. 179, 292, 503/503 vta.).

En razén de ello, y atento a que de la resefia efec-
tuada en los considerandos precedentes se verifica que con la
puesta en funcionamiento del dispositivo cesé la préactica que el
accionante tachara de ilegitima en la accién del hébeas corpus,
debe concluirse no solo que la pretensién perseguida en la pre-
sente accién ya se ha visto concretada sino: también que, ante
este cuadro de situacién, deviene inoficioso que esta Corte ana-
lice los agravios formulados por el apelante en el recurso ex-
traordinario por los que sostuviera que el tribunal a quo debié
haber ordenado que esa practica cesara y mantenido abierta la
jurisdiccién para asequrar gque efectivamente se pusiera en fun-

cionamiento dicho centro.

En esta linea, corresponde sefialar, en virtud de los
argumentos vertidos por el apelante en su presentacién de f£s.
627/631, que los eventuales cuestionamientos relativos a si el
nuevo dispositivo se ajusta fielmente a lo previsto en el corpus
juris internacional en materia de condiciones de detencién de
los menores de edad, en tanto ajenos por definicién a los con-
cretos agravios formulados tanto en la accién de habeas corpus
como en el recurso extraordinario, debefén, en todo caso, ser
planteados ante la instancia competente en el marco de un proce-
so en el que se discuta, con la debida sustanciacién de prueba y
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resqguardo del contradictorio, el andlisis de los extremos de
hecho y de derecho que a juicio del recurrente podrian verse in-

volucrados.

Por ello, se declara que las cuestiones sometidas a deci-

8i6n del Tribunal se han tornado abstractas e inoficioso un pro-

nunciamiento a su respecto. Costas por su orden en virtud de los
fundamentos de la presente (art. 68, segqunda parte, del cédigo

Procesal Civ1L ercial de la Nacién). Notifiquese y, oportu-

namegne” devuélvanse las actuaciones al tribunal de origen.
e

| p
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-//-TO DEL SENOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

Que el recurso extraordinario es inadmisible (art.

280 del Cédigo Procesal Ciwvil y Comercial de’ia Nacién) .

Por ello, se desestima el recurso interpuesto Notifigquese

Yy, oportunamente, devuélvase.

ENRIQUE S PETRACCHI-

GOFIA Fill. BERTIFIBADA
BOR ggcﬂETAR... U< JURISPRUDENCIA
CORT - Surhgmn bs vudlivin Dc LA NACION




Recurso extraordinario interpuesto por Emilio Garcia Méndez (Presidente de la
Fundacién Sur Argentina), con el patrocinio letrado de la Dra. Jimena Soledad

Wifiezx y de la Dra. Laura Rodriguez.

Traslado contestado por el Dr. Raul Omar Pleé, Fiscal General ante la Cémara
Faderal de Casacién Penal, la Direccién de Asuntos Legales de la Secretarie
Nacional de Nifiex, Adolescencia y Familia, Ministerio de Desarrocllo social,
representado por el Dr. Ernesto Martin Navarro, y al Estado Nacional -~ Minis-
terio de- Seguridad de la Nacidén, representado por el Dr. Claudio Martin Gémex.

Tribunal de origen: Cémara Faedaral de Casacién Penal, Sala II.

Tribunales que intervinieron con anterioridad: Cémara Nacional de Apelaciones
en lo Criminal y Corraeccional, Sala II y Sala VI y Juzgado Criminal de Ins-
truccién n’® 26.
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